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LOS GOBIERNOS NACIONALES COMO 
ACTORES EN LA PLANIFICACION 
Patricia Prieto15 
Quiero, en primer lugar, agradecer a las tres entidades 
organizadoras la invitación a participar en este Seminario 
Latinoamericano sobre la Planeación con Perspectivas de Género. 
Celebro especialmente la vinculación de la Universidad Externado 
a la planeación, organización y ejecución de este Seminario, pues 
con ello se constata la cada vez mayor relevancia que los principales 
centros académicos del país le están dando a esta temática. Así 
mismo, el auspicio del Programa Presidencial para la Juventud, la 
Mujer y la Familia, cuya participación en este foro, de alto nivel, 
permitirá compartir y analizarsu propuesta política, programática 
y metodológica a la luz de los modelos teóricos y las experiencias 
prácticas que manejan los participantes del Seminario. Creo que el 
Consejo Británico puede considerar su apoyo para la realización 
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de este evento como una muy oportuna y pertinente muestra de la 
cooperación internacionaL 
El enunciado general del tema que me corresponde desarrollar: 
Los Gobiernos Nacionales como Actores de la Planeación, requiere 
de algunas precisiones en relación con lo que, por mi experiencia 
profesional, quiero plantear para discusión. 
Voy a hacer referencia a las entidades creadas formalmente al 
interior del Estado para, entre otras funciones, incorporar la 
perspectiva de Mujer en el Desarrollo y mucho más recientemente, 
la de Género en el desarrollo, a los procesos de la planificación y 
la formulación de políticas públicas. 
Voy a referirme también a la articulación que estas entidades 
pueden tener con los procesos de reforma y modernización del 
Estado. 
INTRODUCCION 
La identificación de los nuevos escenarios donde se generan las 
discusiones conceptuales y programáticas en relación con la Mujer 
y el Desarrollo, y más recientemente, Género y Desarrollo, en el 
contexto de las políticas públicas, se enriquece con una mirada al 
proceso de incorporación de la temática de la mujer a la agenda de 
las políticas públicas. Ello permite entender los intereses y aportes 
de los diversos actores soci~les en la construcción y apropiación 
del tema. 
El Año Internacional de la Mujer declarado en México en 1975 y su 
posterior adopción por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas como el Decenio de la Mujer marca un hito. En efecto, allí 
se posibilita la articulación entre el trabajo pionero llevado a cabo 
por las diversas organizaciones y movimientos sociales de la 
sociedad civil, para hacer visible y reconocible el aporte de las 
mujeres en todas las esferas de la producción y reproducción de la 
sociedad y el compromiso formal por parte de los gobiernos 
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signatarios de incorporar dentro de sus planes nacionales de 
desarrollo, las medidas necesarias para asegurar una participación 
equitativa de la mujer en todos los niveles, sectores y esferas del 
desarrollo nacional. 
En este sentido es claro el rol catalizador del Decenio de las 
Naciones Unidas para la Mujer en dos sentidos: uno, propiciando 
al interior de las agencias del Sistema la inclusión del tema de la 
mujer como consideración permanente dentro de su quehacer 
institucional, con la consecuente necesidad de asignar recursos 
técnicos y financieros para atender los requerimientos de allí 
derivados; y dos, comprometer formalmente a los estados 
miembros a incorporar el tema en sus políticas gubernamentales. 
Con ello el tema de la mujer en el desarrollo entró explícitamente 
a forrnarparte de las agendas públicas nacionales e internacionales. 
La sustentación para su inclusión en las agendas fue el logro de la 
igualdad, el desarrollo y la paz, fundamentados en el acceso 
equitativo al empleo, la salud y la educación. La participación de 
la mujer en el desarrollo y la paz, en condiciones de igualdad, 
presupone la capacitación de los recursos humanos, el 
reconocimiento por parte de la sociedad de la necesidad de 
mejorar la condición de la mujer y la participación de todo el 
conjunto social en su reestructuración. Para lograr una utilización 
óptima de los recursos humanos y materiales en la construcción de 
sociedades más justas, deben reconocerse y valorarse plenamente 
las posibilidades y capacidades de la mujer, así como promover su 
desempeño como actor central en la formulación de políticas, la 
adopción de decisiones, tanto en calidad de planificadora como de 
agente del desarrollo y beneficiaria de éste. 
En este contexto numerosos gobiernos de América Latina yel 
Caribe, crean unos entes cuya denominación más conocida fue la 
de Oficinas de la Mujer, con lo cual se proponían responder a las 
demandas internas de propiciar condiciones más equi tativas en la 
incorporación de la mujer al desarrollo nacional, a la vez que dar 
cumplimiento a los compromisos internacionales adquiridos. 
Como es evidente, este contenido conceptual y programático, 
definió desde sus inicios a las Oficinas como las instancias 
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responsables, al }nterior del Estado, de permear los procesos de 
planificación en todos los niveles y sectores con el enfoque de 
Mujerenel Desarrollo. La expresión más tangible de este quehacer 
han sido las políticas sectoriales y nacionales para la mujer. Es 
solamente en años muy recientes que se inicia una reorientación 
hacia el enfoque del Género en el Desarrollo, y la adecuación 
conceptual, programática y metodológica al interior del Estado, a 
este nuevo enfoque es, por decirlo de alguna manera, incipiente. 
Creo que como punto de partido para identificar los puntos de 
encuentro entre uno Y otro enfoque, podría serunode los resultados 
alentadores de este Seminario. Por lo tanto es de interés mirar la 
experiencia de las Oficinas de la Mujer en la región para ver su 
potencial en esta coyuntura. 
OFICINAS DE LA MUJER 
Se otorgó importancia a su ubicación dentro del aparato del 
Estado, dado que ello define su jerarquía, su capacidad de 
convocatoria y de coordinación institucional, así como su acceso 
y control de recursos técnicos y financieros para el desarrollo de 
sus actividades. De la ubicación también depende el poder para 
incidir en la formulación de políticas y programas para la mujer y 
lograr que se inserten en las políticas públicas. 
En este sentido, la mayoría de las Oficinas tienen el carácter de 
dependencia de ministerios, ya sea como división O departamento 
yen un porcentaje significativo, no tienen una definición específica 
dentro de los ministerios a los cuales están adscritas . 
Adicionalmente, estas se ubican predominantemente en el sector 
social. 
Las implicaciones de tal situación son, en primer lugar, que su 
capacidad para incidir en la formulación y ejecución de políticas 
públicas con una perspectiva de género es restringida, dándose 
con frecuencia el casodeque la prioridad de la institución a la cual 
están adscritas, se asigne a las políticas, objetivos y actividades 
globales deesa institución, quedando relegadas las prioridades de 
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las Oficinas. En segundo lugar, su nivel administrativo en muchos 
casos, requiere de mayor respaldo para que tengan una mayor 
capacidad de convocatoria y de coordinación. En tercer lugar, su 
acceso y control de recursos se ven limitados entre otras razones, 
por encontrarse ubicadas en las instituciones del sector social, el 
cual redujo la inversión estatal durante la pasada década, con el 
consecuente impacto sobre los programas y proyectos que se 
ejecutan. 
Respecto a la capacidad operativa y remuneración del personal de 
las Oficinas, cabe anotar que la apreciación más generalizada es no 
tener el personal suficiente para el cumplimiento de sus funciones 
y en algunos casos, el personal depende administrativamente de 
otras instituciones. Además,la remuneración del personal proviene 
en la mayoría de los casos, de otras instituciones diferentes a los 
ministerios donde se ubican las Oficinas. Se señalan como 
consecuencia de esta situación, la inestabilidad del personal, la 
dualidad en la orientación y ejecución de las actividades para el 
personal en razón de su dependencia técnica de una institución y 
administrativa de otra, y la no continuidad de los programas y 
proyectos por la reasignación del personal a otras actividades. El 
efecto conjunto es la dificultad para consolidar equipos con 
capacidad técnica que puedan proyectarse y tener injerencia 
decisiva en los planes y políticas para la mujer a nivel nacional y 
que puedan garantizar su permanencia y continuidad. 
En relación al origen y tiempo de funcionamiento de las Oficinas, 
se indica que la mayoría se crean por medio de una resolución de 
las instituciones a las cuales están adscritas y con menor frecuencia, 
por medio de decreto presidencial o legislación. Como lo demuestra 
la experiencia de varias Oficinas, la creación por medios distintos 
a la legislación lleva el riesgo de la inestabilidad, al estar sujetas a 
continuos cambios dentro de la institución, al ser trasladadas a 
otras instituciones ya modificaciones en su nivel administrativo. 
El ser creadas a través de la legislación ofrece mejores condiciones 
para la a utonomía en la determinación de sus objetivos y funciones, 
la estabilidad frente a los cambios gubernamentales, la permanencia 
de sus actividades y la capacidad de convocatoria frente a otras 
entidades del sector público y a la sociedad civil. 
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Las Oficinas son instancias relativamente nuevas dentro del aparato 
estatal: la mayoría fueron creadas en la década de los so. Hecho 
ilustrativo de lo reciente es el reconocimiento por parte de los 
estados de la región, de la necesidad de contar con una instancia 
especializada en su interior para atender los asuntos de la mujer. 
Este reconocimiento responde a la crecIente importancia atribuida 
al desempeño económico, social y político de la mujer en las 
declaraciones gubernamentales. Sin embargo, las medidas tomadas 
para asegurar que las Oficinas tengan respaldo legal, el nivel 
administrativo y los recursos técnicos y financieros necesarios 
para cumplir con el mandato que se les ha encomendado, se han 
quedado cortas, como lo muestran muchas de ellas. Las Oficinas 
tienen objetivos que revisten una gran variedad y complejidad, 
además de ser bastante numerosos. Ellos se enmarcan dentro de 
los siguientes temas: 
- Diseño, formulación y coordinación de políticas, planes y 
programas para la mujer a nivel nacional. 
- Eliminación de disposiciones jurídicas que discriminan a la 
mujer y concientización respecto a sus derechos civiles y políticos. 
-Promoción de acciones para fortalecer la participación económica, 
social y política de la mujer en condiciones de equidad. 
- Fomento de la investigación sobre la problemática de la mujer. 
-Promoción de acciones que contribuyan a sensibilizar a la sociedad 
sobre la situación de la mujer y revalorizar su rol. 
- Establecimiento de sistemas de seguimiento y evaluación para 
los programas y proyectos de la mujer. 
- Establecimiento de relaciones con organismos nacionales e 
internacionales para la realización de proyectos de interés común. 
Situación similar se presenta con las estrategias y programas de las 
Oficinas. Las limitaciones anteriormente señaladas de las Oficinas 
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respecto a su ubicación y recursos cobran mayor vigencia ante la 
magni tud de las funciones que deben cumplir, como claramente lo 
evidencian los objetivos que se proponen. Por tal razón, se plantea 
si todo ello debe ser de competencia directa de las Oficinas o si 
éstas deben concentrarse en aquellos que les corresponden como 
instancias rectoras de los asuntos de la mujer. 
Dentro de sus respectivos países, la mayoría de las Oficinas, 
cuentan con los mecanismos que les permiten establecer relaciones 
con otras entidades del sector público y con organizaciones de la 
sociedad civil que trabajan para la mujer. Esto constituye un factor 
de primera importancia para sus funciones de coordinación y para 
mantener una retroalimentación constante sobre políticas, 
programas y proyectos que se estén desarrollando en relación con 
la mujer. 
A nivel externo, la mayoría de las Oficinas no tienen vinculaciones 
fonnales con sus homólogas de otros países o con redes, grupos o 
movimientos que trabajen para la mujer en la Región. 
Ello reduce las posibilidades de intercambiar información y 
experiencias en forma sistemática y de identificar áreas de interés 
común para apoyar políticas y proyectos de nivel regional o 
subregional orientados a mejorar la situación de la mujer. Así 
mismo, la cooperación técnica entre las Oficinas se limita, 
afectándose las posibilidades de capacitación técnica para sus 
recursos humanos. 
A pesa r de los esfuerzos que muchos países han invertido en la 
creación de entidades encargadas de las políticas hacia la mujer 
dentro de una amplia gama de ubicaciones en el aparato estatal, se 
observa en general un bajo nivel de institucionalización y una 
capacidad limitada de negociación con las instancias centrales. El 
poder de convocatoria de estos organismos y su incidencia sobre 
las instancias centrales decPsorias son relativas. 
¿En qué contexto han tenido que desenvolverse estas Oficinas? 
Todos conocemos las dimensiones de la situación generada a raíz 
de la crisis de la deuda externa, constituyéndose la década de los 
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80 en lo que la CEPAL ha denominado la Década Perdida para el 
Desarrollo en América Latina: sabemos que el Producto Interno 
Bruto, cayó en términos absolutos por primera vez en los últimos 
40 aí\os para toda la región, y que el valor real del ingreso nacional 
per cápita en 1986, equivalía al de 1976. 
Sabemos también que la inversión pública real per cápita en el 
sector social, ha sido reducida en el 59% de los países 
latinoamericanos en relación con la educación, y en el61 % de ellos 
en el área de la salud. Así mismo, que los salarios reales han sido 
reducidos y que, a pesar del incremento en las tasas de participación 
laboral, especialmente de las mujeres para contrarrestar la caída 
en los ingresos de los asalariados, los ingresos familiares han 
disminuido. 
Las diversas investigaciones realizadas han demostrado cómo las 
mujeres pobres de la región han sido las más afectadas. Los 
recortes del gasto público en el sector social, la eliminación de los 
subsidios de los alimentos, la creación y aumento de tarifas en los 
servicios básicos, han tenido como resultados la disminución del 
acceso de la mujer a las fuentes de ingreso y a los servicios, en tanto 
que se han aumentado las exigencias sobre la disponibilidad de su 
tiempo para satisfacer las necesidades anteriormente atendidas 
por los servicios públicos. Estas condiciones constituyen, por así 
decirlo, la carne y el hueso de lo que en la literatura sobre el tema 
se ha denominado como la triple jornada de la mujer. 
El rol del Estado dentro del enfoque de Género y Desarrollo es de 
la mayor importancia. Desde la perspectiva formal que corresponde 
al Estado garantizar las condiciones económicas y sociales para el 
mantenimiento y reproducción de la sociedad, a través del 
establecimiento de directrices que orientan y promueven la 
asignación de los recursos de la sociedad en función de su desarrollo, 
la planificación se considera como un área estratégica para el logro 
de una mayor equidad en las relaciones entre los géneros . 
Tal consideración está asociada a las nuevas propuestas en relación 
con la concepción del desarrollo en las cuales el desarrollo 
económico debe estar en función del mejoramiento de la calidad 
de vida y del desarrollo humano. 
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De ahí la importancia de diseñar expresiones organizacionales 
adecuadas que perrnitan aumentar y cualificar la capacidad polftica 
de estas entidades, en el marco de los procesos de cambio 
institucional en curso. 
REFORMA Y MODERNIZACION DEL ESTADO 
Los procesos de cambio institucional a los cuales hago referencia, 
son los planteados en los nuevos modelos de desarrollo asociados 
a los programas de ajuste estructural que se han venido aplicando 
en la mayoría de los países latinoamericanos, desde mediados de 
la década de los 80. Estos procesos se han venido efectuando a 
través de lo que se han denominado los programas de reforma y 
modernización del Estado. 
Pueden identificarse como núcleos centrales de la discusión sobre 
la reforma del Estado, los referidos a la transformación del rol del 
Estado, a la reestructuración y red ucción de su aparato institucional 
y a la reforma del servicio civil. 
Por tal razón, estos núcleos constituyen los puntos de referencia 
para examinar las posibles articulaciones entre los programas de 
reforma del Estado y las políticas de atención a la mujer. 
La transformación del rol del Estado, implica una redefinición de 
los campos de intervención de lo público y lo privado, con lo cual 
se amplía la esfera de participación de actores sociales tanto de los 
niveles gubernamentales provinciales, municipales y locales, como 
de la sociedad civil, para intervenir y decidir sobre los asuntos de 
su inmediato interés y competencia. 
En este contexto, los procesos de descentralización administrativa 
y fiscal, ofrecen un nuevo escenario para fortalecer la ca pacidad de 
gestión de las entidades del nivel local para desarrollar programas 
y proyectos de atención a la mujer. Para ello, pueden identificarse 
las instancias responsables de esta tarea en las administraciones 
regionales, provinciales o munici pales e incluirlas en los programas 
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de asistencia técnica di rigidos a mejorar la ca pacidad de gestión de 
los entes locales. 
Varios países de la región están ya impulsando políticas públicas 
para la mujer a través de esquemas acordes a procesos de 
descentralización estatal. Tal es el caso de Argentina, que cuenta 
con el Consejo Nacional de la Mujer, constituido por los 
responsables de las áreas mujer de los gobiernos provinciales, del 
municipio de la Capital Federal, de los poderes legislativos y 
judicial y de los ministerios del Ejecutivo. Dentro de sus acciones 
impulsa el Programa Estado y Mujer, el cual incluye corno sub-
programas Mujer y Políticas Públicas y Mujer y Empleo Público. 
En Chile, el Servicio Nacional de la Mujer, creado como un servicio 
público funcionalmente descentralizado, tiene una Dirección 
Regional en cada una de las regiones en que se divide el territorio 
de la República, con sede en la ciudad capital de la respectiva 
región. Estas direcciones regionales tienen por función colaborar 
con los respectivos intendentes en todas las materias propias de la 
competencia del servicio que deban resolverse en el ámbi to regional . 
EnColombia,a través del Programa Presidencial para la Juventud, 
la Mujer y la Familia, la Política Integral para la Mujer en el 
Desarrollo, se inscribe dentro del proceso de descentralización 
política y administrativa consagrado en la Nueva Constitución de 
la República de 1991, promoviendo y fortaleciendo las Oficinas de 
la Mujer en los niveles departamentales y municipales 
(gobernaciones y alcaldías). 
En Ecuador, la Dirección Nacional de la Mujer es el organismo 
técnico operativo a nivel gubernamental bajo cuya responsabilidad 
está la coordinación interinstitucional con los organismos estatales 
del nivel central y seccional para el desarrollo de políticas y 
ejecución de programas de beneficio de la mujer ecuatoriana. 
En Venezuela, la Oficina de la ministro de Estado, para la Promoción 
de la Mujer, en desarrollo del Plan Nacional para la Mujer, ha 
venido fortaleciendo los Centros de Atención Integral a la Mujer 
como órganos desconcentrados en el nivel regional. 
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En relación con la sociedad civil, la descentralización abre nuevos 
espacios a las organizaciones no gubernamentales y a los grupos 
de base que trabajan en el área de la mujer, para que intervengan 
en la identificación, planeación y desarrollo de programas y 
proyectos a través de la coejecución de éstos con las entidades 
gubernamentales, a la vez que posibilita en la práctica la 
incorporación de la perspectiva de género en procesos de 
planeación participativa local. Con ello se puede desempeñar un 
rol catalizador en la identificación y cualificación institucional y 
técnica de estas organizaciones y promover intercambio de 
metodologías de trabajo entre ellos y las instancias 
gubernamentales. 
La reestructuración y reducción del aparato institucional del 
Estado, plantea de entrada la vulnerabilidad de las instancias 
gubernamentales del nivel nacional y local responsables de las 
políticas de la mujer. Tal vulnerabilidad está directamente asociada 
al debate sobre la responsabilidad del Estado, frente a las políticas 
globales, en particular aquellas que se relacionan con los grupos 
poblaciona les que presentan mayores riesgos ante los procesos de 
liberalización y apertura de las economias de los países de la 
región . En términos prácticos, ello se traduce en una disminución 
del interés estatal en la institucionalización de las políticas para la 
mujer, haciendo precarias su permanencia y continuidad y sus 
posibilidades de ser incluidas en las políticas globales dedesarrollo. 
La institucionalización de las políticas para la mujer, está 
directamente asociada no solamente a la voluntad política sino a 
la provisión de apoyo por parte del Estado, bajo la fórmula de 
recursos humanos, técnicos, financieros y de una estructura 
operativa que permita su adecuado desarrollo. 
En varios países que efectúan programas de reforma y 
modernización del Estado, están en ejecución también programas 
enel área de desarrollo social dirigidos a la promoción y desarrollo 
de la mujer que deben ser tenidos en cuenta, cuando se tomen 
decisiones relativas a la eliminación de entidades, la reducción de 
instancias al interior de las entidades o la supresión de niveles 
jerárquicos en ellas. Ello en razón de que usualmente los primeros 
afectados con es te ti po de decisiones son precisamente las instancias 
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responsables de los programas de la mujer, quedando éstos en el 
mejor de los casos en un "limbo" administrativo y en el peor, 
suprimidos. Si se tiene en cuenta que en estos programas 
generalmente se encuentran funcionarios que tienen como marcos 
de referencia conceptuales y metodológicos los asociados con la 
concepción de desarrollo humano como el objetivo final de las 
políticas macroeconómicas y sociales, su adecuada incorporación 
en los nuevos esquemas de restructuración institucional potencia 
los logros de una reforma del Estado que propicie un modelo de 
desarrollo económico con equidad. 
La reforma del servicio civil, constituye un aspecto clave en las 
posibilidades de articulación de estos programas con las políticas 
para la mujer. 
Los objetivos recurrentes en los procesos de reforma del servicio 
civil son la reducción de su tamaño y el mejoramiento de su 
desempeño. Para su logro se impulsan medidas tendientes a 
reducir las plantas de personal, a reestructurar los incentivos para 
los empleados públicos y para la gerencia pública. 
La información disponible sobre la participación de la mujer en la 
administración pública en América Latina amerita un esfuerzo 
por actualizar los datos respecto a su número, niveles donde se 
ubican, perfiles educativos y desarrollo de carrera dentro del 
sector público. En tal sentido, información relativa a los niveles de 
escolaridad de las ejecu tivas en el sector público y las desigualdades 
objetivas encontradas frente a las posibilidades de ascenso 
jerárquico y salarial, constituyen un elemento importante a tener 
en cuenta cuando se están realizando los diagnósticos del servicio 
civil para revisar sus políticas de reclutamiento, promoción y 
asignación de funciones. El caso argentino refuerza esta apreciación 
dado que se ha efectuado una feminización del sector público 
(cerca del 35% de los empleados públicos son mujeres) y en 
promedio sus niveles de escolaridad son mayores (15 de cada 100 
trabajadoras del sector público tienen título terciario, 9 de cada 100 
varones, han finalizado este nivel según el estudio social de la 
dinámica del empleo femenino en la administración pública 
nacional). Sin embargo, las mujeres tienen mayores dificultades 
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que los varones para acceder a los niveles medios y altos dentro de 
la organización. 
Si uno de los aspectos centrales de la reforma del servicio civil es 
lograr el mejoramiento en la calidad del personal, la desagregación 
por sexo de los censos que se realicen sobre el total de funcionarios, 
permitirá identificar el personal femenino altamente calificado 
que debe ser tenido en cuenta en la reforma de las políticas del 
servicio civil. 
Los programas de reforma y modemizacióndeben en este contexto, 
hacer explícitos y transparentes los procedimientos establecidos 
para la reestructuración de las escalas salariales, la revisión de los 
mecanismos de promoción, la implementación de pruebas de 
competencia profesional y el acceso a la capacitación. Con ello 
facilitan la institucionalización de prácticas exentas de sesgos 
discriminatorios por sexo. 
